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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
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Proceso:    
Acción de Tutela –Decreta nulidad 
Radicación Nro. :

 660013187002201700114-01
Accionante: 
 GLORIA MARÍA GONZÁLEZ M
Accionado:
 SECRETARÍA DE EDUCACIÓN PEREIRA y otros
Magistrado Ponente: 
 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas: 

          DERECHO DE PETICIÓN / VIOLACIÓN AL DEBIDO PROCESO / NO SE TUVO EN CUENTA CONTESTACIÓN DE ACCIONADA / CAUSAL DE NULIDAD / SE DECRETA. Con fundamento en lo anterior, la Sala puede sostener que en el presente asunto se incurrió en una irregularidad sustancial que vulnera el debido proceso, y que trasciende al derecho de defensa que le asiste a la Secretaría de Educación de Pereira, por las razones que a continuación se exponen:

Como viene de verse a la dicha dependencia se le otorgó el término de un (01) día hábil para que procediera a dar respuesta a la acción constitucional impetrada en su contra, mismo que empezaría a correr a partir del siguiente a la notificación. De ese modo, si se tiene en cuenta que dicho acto de comunicación se surtió apenas en diciembre 26 de 2017, se tenía hasta las 4:00  de la tarde del día 27 de diciembre para informar lo pertinente, tal cual así ocurrió.

Y si bien es cierto que en esa misma fecha el juzgado tenía la obligación de emitir el pronunciamiento de fondo al que hubiere lugar, por cuanto para esa calenda se vencían los días 10 días hábiles con los que contaba para proferir el fallo respectivo, en esta no se tuvo en consideración el escrito presentado por una de las accionadas, pese a que fue entregado dentro del plazo ordenado, como se aprecia.
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                                              RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, quince (15) de marzo de dos mil dieciocho (2018)
                                                                 Acta de Aprobación No 250
                                                 Hora: 3:20 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el Secretario de Educación del Municipio de Pereira (Rda.), contra la sentencia proferida por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela instaurada mediante apoderado por la señora GLORIA MARÍA GONZÁLEZ DE PATIÑO, contra esa entidad, así como el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y la FIDUPREVISORA S.A.
2.- DEMANDA 

El apoderado de la señora GONZÁLEZ DE PATIÑO informa que se obtuvo sentencia favorable emitida en febrero 28 de 2017 por el Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda sobre el reconocimiento y pago de la sanción moratoria a que alude el artículo 5° de la Ley 1071/16, por lo cual mediante petición de agosto 17 de 2017 requirió al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio -en adelante FOMAG-, Secretaría de Educación de Pereira, y  Fiduciaria la Previsora S.A. -en adelante FIDUPREVISORA- para el pago de la referida sentencia, sin que a la fecha se hubiera dado respuesta oportuna.

Pide que se ordene a las accionadas que respondan el requerimiento elevado y se expida el acto administrativo de reconocimiento del derecho estipulado en el fallo.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la demanda de tutela por auto de diciembre 13 de 2017, el juez de primer nivel ordenó correr traslado de la misma al Presidente y al Director del FOMAG, al Presidente de la FIDUPREVISORA S.A., así como al Secretario de Educación del Municipio de Dosquebradas. Posteriormente, por auto  de diciembre 22 de 2017 desvinculó del trámite a dicho Secretario de Educación y ató al a su homólogo del Municipio de Pereira.

3.2.- Agotado el procedimiento a seguir en sentencia de diciembre 27 de 2017 y dentro del término constitucional, donde se dejó constancia del silencio de los vinculados, el juzgado de instancia profirió sentencia por medio de la cual tuteló el derecho fundamental de petición de la señora GLORIA MARÍA GONZÁLEZ DE PATIÑO y le ordenó al Gerente del FOMAG, al Presidente de la FIDUPREVISORA  y al Secretario de Educación de Pereira (Rda.) que en el término de seis (06) días hábiles, contados a partir del día siguiente al de la notificación de dicha sentencia, de manera coordinada y dentro del ámbito de sus competencias respondan la solicitud presentada por la accionante desde agosto 17 de 2017, para que se le dé cumplimiento a la sentencia del Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda.

4.- IMPUGNACIÓN

Inconforme con lo decidido, El secretario de Educación de Pereira, sustentó su disenso con fundamento en lo siguiente: (i) la notificación de la vinculación se realizó en diciembre 26 de 2017 por medio de correo electrónico, donde se les concedía un día hábil para que se diera respuesta a la tutela, frente a lo cual se efectuó el respectivo pronunciamiento, siendo recibido por un funcionario de ese despacho en diciembre 27, como se aprecia en la copia adjunta; (ii) la solicitud elevada por la accionante fue allegada a esa Secretaría en agosto 17 de 2017 -donde fue presentada por el abogado con sus soportes y su radicación se registra en el plataforma NURF II- y enviada a la FIDUPREVISORA mediante en septiembre 28 de 2017; donde actualmente se encuentra en estado “En Tránsito” como se aprecia en la plataforma, lo que indica que no se ha estudiado; (iii) hace alusión a la norma  que establece la competencia de las Secretarías de Educación y de la Fiduciaria encargada del manejo de los recursos del FOMAG -FIDUPREVISORA- y al Comunicado 010 de septiembre 01 de 2017 emitido por dicha entidad donde señala que a los fallos judiciales no se les debía efectuar proyecto de acto administrativo y que se debía proceder a su radicación en el aplicativo NURF II, previa verificación de la documentación y remitir el expediente completo al FOMAG para dar cumplimiento inmediato, al ingresar la solicitud de prestación a la nómina, y (iv) como se aprecia la FIDUPREVISORA no ha estudiado la solicitud, paso previo al proceso de pago.

Pide que se modifique la providencia adoptada y se desvincule a la Secretaria de la acción de tutela, al haber actuado conforme a derecho al haberle imprimido a la solicitud de la señora GLORIA MARÍA GONZÁLEZ el trámite de ley, e igualmente que se verifique con los empleados del despacho la recepción de los pronunciamientos antes de proferir las decisiones, toda vez que con lo dicho en el fallo al respecto, se pone en entredicho la imagen de esa Secretaría.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo emitido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), según las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91, y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 2591/91 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema planteado
Corresponde al Tribunal en primer lugar establecer si se presenta una causal de nulidad habida cuenta de lo informado por la entidad recurrente, pues no obstante haberse pronunciado dentro del término oportuno, la misma no fue tenida en cuenta por el funcionario judicial al momento de emitir el fallo; de no acreditarse tal situación se deberá corroborar el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto tuteló el derecho fundamental de petición de la accionante GLORIA MARÍA GONZÁLEZ DE PATIÑO. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, modificándola o revocándola, como lo reclama la impugnante.

5.2.- Para resolver, SE CONSIDERA: 
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En este caso lo pretendido por la actora es el amparo de su derecho fundamental de petición que considera vulnerado por parte de la FIDUPREVISORA, toda vez que no le han dado respuesta al reclamo elevado, tendiente a que se efectivice el pago de la sentencia proferida por el Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda, lo cual realizó mediante petición de agosto 17 de 2017.

Con antelación a ingresar en el fondo del asunto y como quiera que de acuerdo con lo indicado por el Secretario de Educación del Municipio de Pereira, se vislumbra al parecer la existencia de una irregularidad que atenta contra el debido proceso y derecho de defensa, por cuanto el juzgado no observó el término de traslado que le fuera concedido para contestar la tutela ya que pese a haber dado respuesta dentro de la oportunidad procesal ello no fue tenido en cuenta por el a quo, siendo deber de la Sala pronunciarse al respecto en forma previa, como quiera que de encontrarse que tal causal se generó se haría innecesario efectuar el estudio de la actuación con miras a que se subsane la anomalía señalada por el recurrente.

De la información arrimada al expediente se tiene que una vez el juzgado de primer nivel dispuso la admisión de la acción constitucional mediante auto de diciembre 13 de 2017, procedió a vincular de manera equívoca a la Secretaría de Educación de Dosquebradas, pero posteriormente, por auto de diciembre 22 al percatarse de tal situación, dispuso su desvinculación y ató al trámite a la Secretaría de Educación de Pereira, para que diera respuesta a la tutela, y con miras a garantizar el derecho a la defensa que le asiste, le concede “un término máximo de un día hábil […] contado a partir del recibo de la respectiva comunicación […]” -negrilla de la Sala-, para tales efectos, e igualmente para que allegara copia de los documentos con los cuales se acredite que fue atendida la petición de la actora.

Con ocasión de tal mandato judicial, por parte de la Asistente Jurídica de ese despacho se elaboró el oficio 3506 de diciembre 22 de 2016
, en el que se observa un sello donde se da a entender que el mismo fue comunicado por correo electrónico en diciembre 26 de 2017, como así se constata en el anverso de dicho documento, donde se imprimió el pantallazo de ese envío, lo cual ocurrió a las 10:09 a.m.

De esa mera situación se evidencia que el día hábil con el que contaba  la Secretaría de Educación de Pereira para pronunciarse en torno a lo que fue objeto de la acción constitucional, correspondía al 27 de diciembre de 2017, como así se hizo ese último día, según constancia de recibido que se aprecia en el documento por medio del cual dieron contestación a la tutela
, aunque se desconoce la hora judicial en la que dicho escrito arribó al juzgado. 

De acuerdo con la constancia de recibido del escrito de dicha Secretaría, se aprecia que la mencionada entidad contaba con término hasta la última hora hábil del día 27 de diciembre para intervenir en el referido asunto, y el juzgado procedió a dictar sentencia en ese mismo día, sin tener en cuenta la respuesta entregada, tal como se desprende del contenido de la parte motiva de la referida providencial, donde se plasmó: “Los funcionarios vinculados, no tuvieron a bien pronunciarse respecto de las pretensiones de la actora, pese a que fueron notificados en debida forma sobre la iniciación de este trámite […]”.
Es cierto por tanto y ello no admite discusión alguna, que por parte del juzgado se cumplió con la obligación de comunicar el auto admisorio de la acción constitucional a la Secretaría de Educación de Pereira, aunque ello fue tardío amén del equívoco ya aludido, como igualmente la comunicación que se le envío, pues no obstante que la providencia que ordenó lo pertinente se emitió en  diciembre 22 de 2017, tan solo dos días hábiles después -diciembre 26- fue informada dicha entidad vía correo electrónico.  
La Corte Constitucional ha reiterado que la notificación del auto admisorio de la demanda al accionado y al tercero con interés, desarrolla el derecho al debido proceso en cuanto permite que estos se enteren de la iniciación del proceso y ejerzan su defensa
.
Así mismo, ha sostenido la Sala Penal de la H. Corte Suprema de Justicia en alusión a jurisprudencia Constitucional que: “[…] la notificación pone en conocimiento de los sujetos procesales el contenido de las providencias proferidas por autoridades judiciales y administrativas. Adquiere trascendencia constitucional en la medida en que permite al individuo conocer las decisiones que le conciernen y establecer el momento exacto en que empiezan a correr los términos procesales, de modo que se convierte en presupuesto para ejercer los derechos de defensa y contradicción en todas las jurisdicciones. 

Ahora, es igualmente cierto que los trámite constitucionales pueden presentar vicios que afectan su validez cuando trascienden la órbita de lo sustancial, como lo dejó decantado el Alto Tribunal Constitucional sentencia T-661/14, al señalar que: “Los procesos de tutela pueden adolecer de vicios que afectan su validez, situación que ocurre cuando el juez omite velar por el respeto al debido proceso de las partes e intervinientes del procedimiento. Ese deber es exigible al juez constitucional, en la medida que este se encuentra vinculado a los principios de la prevalencia del derecho sustancial sobre el procesal y a la economía procesal […]”
Con fundamento en lo anterior, la Sala puede sostener que en el presente asunto se incurrió en una irregularidad sustancial que vulnera el debido proceso, y que trasciende al derecho de defensa que le asiste a la Secretaría de Educación de Pereira, por las razones que a continuación se exponen:

Como viene de verse a la dicha dependencia se le otorgó el término de un (01) día hábil para que procediera a dar respuesta a la acción constitucional impetrada en su contra, mismo que empezaría a correr a partir del siguiente a la notificación. De ese modo, si se tiene en cuenta que dicho acto de comunicación se surtió apenas en diciembre 26 de 2017, se tenía hasta las 4:00
 de la tarde del día 27 de diciembre para informar lo pertinente, tal cual así ocurrió.
.
Y si bien es cierto que en esa misma fecha el juzgado tenía la obligación de emitir el pronunciamiento de fondo al que hubiere lugar, por cuanto para esa calenda se vencían los días 10 días hábiles con los que contaba para proferir el fallo respectivo, en esta no se tuvo en consideración el escrito presentado por una de las accionadas, pese a que fue entregado dentro del plazo ordenado, como se aprecia. 
Es posible, en atención a la estructura organizacional de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital, que dicho documento no hubiera sido ingresado en tiempo oportuno a despacho del funcionario fallador, por cuanto en el Centro de Servicios Administrativos se concentra la actividad relativa a recibir los distintos memoriales dirigidos a los despachos para los cuales prestan los servicios secretariales, pero ello per se, no puede ser obstáculo para que se vulnere el debido proceso y el derecho a la defensa que ostentan quienes interviniente en los diferentes asuntos que allí se estudian, en especial cuando de acciones constitucionales se trata, las que por su perentoriedad exigen inmediatez en las trámites internos.

Ello, posiblemente fue lo que ocurrió en este caso, donde si bien se radicó en la debida oportunidad la contestación emitida por la Secretaría de Educación de Pereira, esta no se entregó al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas en esa misma fecha para que el a quo procediera a su análisis y valoración, de lo cual se desprende que al parecer por parte de dicha entidad sí se realizaron las gestiones pertinentes para que por parte de FIDUPREVISORA como encargada del manejo de los recursos del FOMAG, se cumpliera con el fallo administrativo proferido a favor de la actora, lo que por supuesto no tuvo ocasión de efectuar el a quo ante la circunstancia aludida.

Está claro por tanto que la entidad oficial entendida como una unidad administrativa vulneró el debido proceso y de contera el derecho de defensa que le asistía a la Secretaría de Educación de Pereira, al adoptar el fallo de tutela sin haber tenido en consideración la contestación efectuada por esa dependencia, la cual se presentó el mismo día en que se emitió la providencia y dentro de la oportunidad que para tal efecto se le había concedido; en consecuencia, no queda alternativa diferente a la de ordenar la nulidad de lo actuado a partir de la sentencia de tutela proferida en diciembre 27 de 2017, para que en esta se tenga en cuenta la respuesta aportada por una de las entidades demandadas.
ANOTACIÓN ADICIONAL:

Se hace un especial llamado de atención a la Secretaria del Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas de Pereira, para que: (i) en las constancias de recibido se consigne la hora exacta de arribo de la documentación a esa dependencia; (ii) se impartan las instrucciones a que hubiere lugar a los demás empleados de dicha oficina, para que una vez reciban documentos relativos a los trámites que allí se surten, en especial las acciones constitucionales, procedan de manera célere a dar traslado de estos a los juzgados pertinentes, para que los funcionarios judiciales tengan la posibilidad de conocerlos a tiempo y pronunciarse al respecto; y para una mayor precisión y delimitación de responsabilidades (iii) se deje constancia de la fecha y hora del recibido de esa documentación por parte del respectivo juzgado.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA


PRIMERO: DECLARA LA NULIDAD del fallo objeto de apelación por las razones indicadas en el cuerpo motivo de esta providencia, a partir del proferimiento de la sentencia de tutela de fecha diciembre 27 de 2017, para que tal providencia consulte la respuesta que fue entregada a tiempo por parte de la Secretaría de Educación de Pereira con miras a garantizar su derecho a la defensa y al debido proceso. 

SEGUNDO: Remítanse de inmediato las diligencias al juzgado de origen para lo pertinente.

Contra la presente decisión no procede recurso alguno.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,
WILSON FREDY LÓPEZ
� Ver folio 37.


� Ver folio 56.


� Autos 65 de 2013, 


� Cfr. Corte Constitucional, sentencia  C-648 de 2001.


� De conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo CSJRA16-254 de abril 18 de 2016 del Consejo Seccional de la Judicatura, el horario de trabajo en este Distrito Judicial es de 7:00 a.m. a 12:00 m. y de 1:00 a 4:00 p.m.
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